PROYECTO DE LEY


El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY
 

 

ARTICULO 1° :    Declárase de utilidad pública y sujeto a expropiación la fracción de terreno ubicada en el denominado barrio El Ceibo, de la localidad de La Lucila, identificado Catastralmente como:  Circunscripción VI, Secc D, Fracción III, cuyo dominio se encuentra inscripto a nombre de Anchorena, Enrique Justino Pascual, Aarón Félix Martín, Josefina Anacleta y Uriburu de Anchorena Leonor, con inscripciones de dominio a los folios 348, 349, 350 y 378 del año 1931, correspondiente al partido de Vicente López.-

ARTICULO 2º :  Los inmuebles que se expropian por el artículo anterior serán adjudicados, en propiedad, a título oneroso, por venta directa, a sus actuales ocupantes, en los términos prescriptos en la presente ley.

ARTICULO 3º : Declárese de urgencia la toma de posesión por parte de la autoridad de aplicación, de las fracciones citadas en el artículo 1º y el posterior otorgamiento de tal derecho posesorio y, consecuente adjudicación de las mismas en propiedad de los ocupantes que reúnan los requisitos mínimos que establezca la autoridad de aplicación y en las condiciones que la presente ley determina.

ARTICULO 4° : El Organismo de Aplicación de la presente ley, tendrá a su cargo el contralor y la ejecutividad de las adjudicaciones, gestionando ante el Organismo que corresponda, la subdivisión en parcelas de los terrenos mencionados en el artículo 1º, para lo cuál exime el cumplimiento de las leyes 6.253 y 6.254, y el decreto- Ley 8912/79 
ARTICULO 5º : Para la adjudicación de los lotes, la autoridad de aplicación exigirá a los ocupantes las siguientes condiciones:

a) Que tengan una residencia contínua en la fracción desde el 1º de enero de 1986.

b) Que no posean , al tiempo de la adjudicación, ningún otro inmueble. La violación de este requisito rescindirá automáticamente y de pleno derecho la operación, con pérdida de los pagos efectuados por el infractor.  

c) Que no se adjudique más de un lote por núcleo familiar.

d) Que se adjudique el lote en condominio a los concubinos, cuando se dé esta situación.

e) Que los lotes sean destinados a la construcción de viviendas familiares permanentes.

ARTICULO 6º : El gasto que demande el cumplimiento de la presente ley, se tomará de rentas generales, con imputación a la misma y con cargo de reintegro del producido que se obtenga por las enajenaciones dispuestas. 

ARTICULO 7º: El precio de venta de los lotes a sus actuales ocupantes, será el que arroje la valuación fiscal del terreno libre de mejoras a la fecha de la adjudicación.

ARTICULO 8° : Las mejoras existentes en los inmuebles a expropiar se presumirán efectuadas por los ocupantes. El propietario podrá acreditar haber efectuado las mismas por cualquier medio de prueba y, en el juicio expropiatorio por la vía incidental.

ARTICULO 9º :  La propiedad de los lotes adjudicados será intransferible hasta que se encuentren totalmente pagos. La autoridad de aplicación podrá autorizar transferencias de dominio por razones de fuerza mayor, mediante resolución fundada, quedando facultada para aceptar o rechazar al cesionario y, siempre que se cumplan los requisitos y la finalidad de la presente ley.-

ARTICULO 10º: Con relación a los inmuebles que se consignan en el artículo 1º, se realizará con urgencia su anotación registral de afectación expropiatoria, quedando suspendida definitivamente toda acción de desalojo y, expresamente prohibido contratar y dar cumplimiento a obligaciones pendientes por convenios sobre posesión o dominio de los mismos.

ARTICULO 11º: El organismo de aplicación podrá compensar las deudas tributarias de origen provincial, con el monto que resulte de la presente expropiación.

ARTICULO 12º: Todos los actos jurídicos necesarios para la escrituración de los terrenos adjudicados, estarán exentos del pago de impuestos y tasas provinciales, otorgándose la escritura traslativa de dominio a favor de los adjudicatarios por la Escribanía General de Gobierno.

ARTICULO 13º: Declàrase de urgencia y de orden público a la presente ley, no siendo de aplicación para su cumplimiento las normas de la ley 5.707 que se le opongan.

ARTICULO 14º: Fíjase en (10) años el plazo para dar comienzo al cumplimiento de las finalidades de esta ley. La anotación de la aceptación expropiatoria de los inmuebles comprendidos en el artículo 1º, perdurarán en el Registro de la Propiedad hasta la inscripción del dominio de cada uno de los adjudicatarios, fijándose para ello, un término mínimo de (10) años, pudiendo ser prorrogado por el organismo de aplicación por otro plazo igual, mediante resolución ministerial.

ARTICULO 15º: El organismo de aplicación de la presente ley, será el Poder Ejecutivo Provincial, a través de los organismos que correspondan.

ARTICULO 16º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

               La presente ley encuentra su principal fundamento en el derecho de toda familia a una vivienda digna, concepto universalmente aceptado y recogido por nuestra Carta Magna.

           Este derecho únicamente puede materializarse para los sectores obreros, mediante el acceso previo a la propiedad de la tierra.

             Los actuales ocupantes del barrio El Ceibo, trabajadores de humilde condición social. No han tenido acceso a la vivienda propia y digna por falta de oportunidades que, el crecimiento demográfico y la crisis económica provocaron, arrojándolos hacia la marginalidad.

              Desde hace mucho tiempo, estos humildes trabajadores ocupan estas tierras, ociosas, improductivas, verdaderos basurales y focos contaminantes que fueron limpiados con sus propias manos, en conjunto con sus familias.

              Levantaron modestas viviendas. Destinadas a dar soluciones provisorias que, a la falta de respuesta de la sociedad a este problema, convirtió en definitiva. Tanto es así, que muchos de los actuales ocupantes, integrantes de algunos de los ochenta ( 80) familias afincadas en este asentamiento, nacieron, crecieron y se han hecho adultos en el mismo.

              Poco a poco, mediante la ayuda mutua y el esfuerzo propio, las han cambiado por viviendas definitivas de material.

              La necesidad de implementar planes urbanísticos, ayuda crediticia, infraestructura mínima, servicios adecuados, etc, requiere en todos los casos las previa regularización urbana y dominial de estas situaciones irregulares.

                Es deber del Estado y de las sociedad implementar un estado de justicia social, y resolver el problema de la tierra, esto significa eliminar la precariedad jurídica que genera una situación de inestabilidad en los actuales ocupantes, transformando las condiciones de vida en potencialmente dignas, permitiendo otras instancias de superación, en las que, desde un ambiente nuevo podrán ejercer en otros niveles las acciones reivindicativas que correspondan.

                Por tales motivos, el deber de esta Cámara es el de aprobar el presente proyecto, que dará solución definitiva a más de 80 familias de trabajadores, permitiéndoles el esfuerzo que significa la compra de las tierras que ya ocupan y sobre las cuáles han levantado sus viviendas definitivas.          

 

Por todo ello, es que se presenta esta iniciativa que esperamos sea acompañada por el resto de los legisladores.-

